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PR_COD_1am

Explicación de los signos utilizados

* Procedimiento de consulta
mayoría de los votos emitidos

**I Procedimiento de cooperación (primera lectura)
mayoría de los votos emitidos

**II Procedimiento de cooperación (segunda lectura)
mayoría de los votos emitidos para aprobar la Posición Común
mayoría de los miembros que integran el Parlamento para 
rechazar o modificar la Posición Común

*** Dictamen conforme
mayoría de los miembros que integran el Parlamento salvo en los 
casos contemplados en los art. 105, 107, 161 y 300 del Tratado CE 
y en el art. 7 del Tratado UE

***I Procedimiento de codecisión (primera lectura)
mayoría de los votos emitidos

***II Procedimiento de codecisión (segunda lectura)
mayoría de los votos emitidos para aprobar la Posición Común
mayoría de los miembros que integran el Parlamento para 
rechazar o modificar la Posición Común

***III Procedimiento de codecisión (tercera lectura)
mayoría de los votos emitidos para aprobar el texto conjunto

(El procedimiento indicado se basa en el fundamento jurídico propuesto por 
la Comisión.)

Enmiendas a un texto legislativo

En las enmiendas del Parlamento las modificaciones se indican en negrita y 
cursiva. La utilización de la cursiva fina constituye una indicación para los 
servicios técnicos referente a elementos del texto legislativo para los que se 
propone una corrección con miras a la elaboración del texto final (por 
ejemplo, elementos claramente erróneos u omitidos en alguna versión 
lingüística). Estas propuestas de corrección están supeditadas al acuerdo de 
los servicios técnicos interesados.
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PROYECTO DE RESOLUCIÓN LEGISLATIVA DEL PARLAMENTO EUROPEO

sobre la propuesta modificada de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo 
relativa a las medidas penales destinadas a garantizar el respeto de los derechos de 
propiedad intelectual
(COM(2006)0168 – C6-0233/2005 – 2005/0127(COD))

(Procedimiento de codecisión: primera lectura)

El Parlamento Europeo,

– Vista la propuesta de la Comisión al Parlamento Europeo y al Consejo 
(COM(2006)0168)1,

– Vistos el apartado 2 del artículo 251 y el artículo 95 del Tratado CE, conforme a los 
cuales la Comisión le ha presentado su propuesta (C6-0233/2005),

– Visto el artículo 51 de su Reglamento,

– Vistos el informe de la Comisión de Asuntos Jurídicos y las opiniones de la Comisión de 
Industria, Investigación y Energía y de la Comisión de Libertades Civiles, Justicia y 
Asuntos de Interior (A6-0000/2006),

1. Aprueba la propuesta de la Comisión en su versión modificada;

2. Pide a la Comisión que le consulte de nuevo, si se propone modificar sustancialmente esta 
propuesta o sustituirla por otro texto;

3. Encarga a su Presidente que transmita la posición del Parlamento al Consejo y a la 
Comisión.

Texto de la Comisión Enmiendas del Parlamento

Enmienda 1
Considerando 5

(5) La Directiva 2004/48/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 
de abril de 2004, relativa al respeto de los 
derechos de propiedad intelectual establece 
medidas, procedimientos y recursos de 
carácter civil y administrativo. Lo 
dispuesto en dicha Directiva debe 
completarse con disposiciones 
suficientemente disuasorias aplicables a 

(5) La Directiva 2004/48/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 
de abril de 2004, relativa al respeto de los 
derechos de propiedad intelectual establece 
medidas, procedimientos y recursos de 
carácter civil y administrativo. Lo 
dispuesto en dicha Directiva debe 
completarse con disposiciones 
suficientemente disuasorias aplicables a 

  
1 Pendiente de publicación en el DO.
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todo el territorio de la Comunidad. Es 
necesario aproximar algunas disposiciones 
penales con el fin de luchar eficazmente 
contra la usurpación de marca y la piratería 
en el mercado interior. Incumbe al 
legislador comunitario adoptar las medidas 
penales necesarias para garantizar la plena 
eficacia de las normas que adopta en 
materia de protección de la propiedad 
intelectual.

todo el territorio de la Comunidad. Es 
necesario aproximar algunas disposiciones 
penales con el fin de luchar eficazmente 
contra la usurpación de marca y la piratería 
en el mercado interior. Incumbe al 
legislador comunitario adoptar las medidas 
penales necesarias para garantizar la plena 
eficacia de las normas que adopta en 
materia de protección de la propiedad 
intelectual según se define en la presente 
Directiva y, en cualquier caso, con 
exclusión de la materia relativa a las 
patentes.

Justificación

La modificación es necesaria por razones de coherencia con las enmiendas que siguen y para 
delimitar desde el principio el ámbito de aplicación de la Directiva.

Enmienda 2
Considerando 12 bis (nuevo)

(12 bis) Es necesario garantizar la 
adecuada protección de los derechos de 
propiedad intelectual en el ámbito del 
sector audiovisual, con arreglo a lo 
indicado en la Directiva 98/84/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 
de noviembre de 1998, relativa a la 
protección jurídica de los servicios de 
acceso condicional o basados en dicho 
acceso1.
___________________________
1DO L 320 de 28.11.1998, p. 54.

Justificación

La Directiva 98/84/CE resulta ser en estos momentos la única protección de los derechos 
audiovisuales, establecida a escala europea, contra los crecientes ataques de la piratería y la 
usurpación de marcas. Esto ocurre principalmente a través del acceso condicional, es decir, 
la solución técnica que permite controlar y asegurar la recepción de contenidos 
audiovisuales transmitidos de forma codificada. Incluir las infracciones relacionadas con el 
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acceso condicional en la presente propuesta, a través de la referencia a la Directiva 
98/84/CE, constituiría un importante elemento de disuasión para las organizaciones 
delictivas que vulneran los derechos audiovisuales amparándose en la impunidad que ofrece 
la actual disparidad de normativas en los Estados miembros.

Enmienda 3
Artículo 1, párrafo 1

La presente Directiva establece las medidas 
penales necesarias para garantizar el 
respeto de los derechos de propiedad 
intelectual.

La presente Directiva establece las medidas 
penales necesarias para garantizar el 
respeto de los derechos de propiedad 
intelectual, según se definen a 
continuación.

Justificación

La finalidad de la enmienda es precisar el ámbito de aplicación de la Directiva con una
referencia a las definiciones contenidas en la enmienda siguiente.

Enmienda 4
Artículo 1, párrafo 2

Estas medidas se aplican a los derechos de 
propiedad intelectual previstos por la 
legislación comunitaria o la legislación 
nacional de los Estados miembros.

Estas medidas se aplican a los derechos de 
propiedad intelectual previstos por la 
legislación comunitaria. 

Justificación

Por razones de uniformidad de transposición en los Estados miembros y para garantizar la 
máxima eficacia de las disposiciones de la presente Directiva, es preferible limitar su ámbito 
de aplicación a los derechos de propiedad intelectual que ya han sido objeto de regulación a 
escala comunitaria.

Enmienda 5
Artículo 2

Definición Definiciones
A efectos de la presente Directiva, se 
entenderá por:
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a) «derechos de propiedad intelectual» 
uno o varios de los siguientes derechos:
- derechos de autor,
- derechos relacionados con los derechos 
de autor,
- derecho sui generis del creador de un 
banco de datos,
- derechos de los creadores de topografías 
de productos semiconductores,
- derechos relativos a las marcas,
- derechos relativos a los diseños y 
modelos,
- indicaciones geográficas,
- nombres comerciales, en caso de estar 
protegidos por derechos de exclusiva en la 
legislación nacional,
- y, en cualquier caso, los derechos, 
previstos a escala comunitaria, relativos a 
las mercancías a que se refiere el artículo 
2, apartado 1, letras a) y b) del 
Reglamento (CE) n° 1383/2003 del 
Consejo, de 22 de julio de 2003 relativo a 
la intervención de las autoridades 
aduaneras en los casos de mercancías 
sospechosas de vulnerar determinados 
derechos de propiedad intelectual y a las 
medidas que deben tomarse respecto de 
las mercancías que vulneren esos 
derechos1;
b) «vulneración cometida a escala 
comercial» toda vulneración de un 
derecho de la propiedad intelectual para 
conseguir ventajas económicas o 
comerciales directas o indirectas, con 
exclusión de los actos efectuados por 
usuarios privados con fines personales y 
no lucrativos;
c) «vulneración intencionada de un 
derecho de propiedad intelectual», la 
vulneración deliberada y consciente del 
mencionado derecho efectuada para sacar 
un provecho económico a escala 
comercial.



PR\633866ES.doc 9/16 PE 378.855v01-00

ES

A efectos de la presente Directiva, se
entenderá por «persona jurídica» toda 
entidad jurídica que disfrute de esta 
condición en virtud del Derecho nacional 
aplicable, salvo los Estados y demás 
organismos públicos que intervengan en el 
ámbito del ejercicio de su prerrogativa de 
poder público, así como las organizaciones 
internacionales públicas.

d) Se entenderá por «persona jurídica» toda 
entidad jurídica que disfrute de esta 
condición en virtud del Derecho nacional 
aplicable, salvo los Estados y demás 
organismos públicos que intervengan en el 
ámbito del ejercicio de su prerrogativa de 
poder público, así como las organizaciones 
internacionales públicas.

------------------------------------------

1 DO L 196 de 2.8.2003. p. 7.

Justificación

La modificación introduce las definiciones necesarias para delimitar correctamente el ámbito 
de aplicación de la Directiva, así como los conceptos de «escala comercial» y «vulneración 
intencionada» como presupuesto de actividades concretamente punibles. El nuevo título del 
artículo 2 es necesario tras la introducción de varias definiciones en lugar de la única 
contenida en el texto original de la propuesta. 

Enmienda 6
Artículo 5, apartado 1

1. Los Estados miembros adoptarán las 
medidas necesarias para garantizar que las 
personas físicas responsables de las 
infracciones contempladas en el artículo 3 
sean punibles con una pena máxima de al 
menos 4 años de privación de libertad, 
cuando estas infracciones hayan sido 
cometidas en el marco de una organización 
delictiva en el sentido de la Decisión marco 
… relativa a la lucha contra la delincuencia 
organizada y cuando dichas infracciones 
supongan un riesgo grave para la salud o la 
seguridad de personas.

1. Los Estados miembros adoptarán las 
medidas necesarias para garantizar que las 
personas físicas responsables de las 
infracciones contempladas en el artículo 3 
sean punibles con una pena máxima de al 
menos 4 años de privación de libertad, 
cuando estas infracciones sean graves o
hayan sido cometidas en el marco de una 
organización delictiva en el sentido de la 
Decisión marco … relativa a la lucha 
contra la delincuencia organizada o cuando 
dichas infracciones supongan un riesgo 
grave para la salud o la seguridad de 
personas.

Justificación

La enmienda presentada se debe a que muchas legislaciones nacionales ya han adoptado 
medidas de protección de los derechos de propiedad intelectual bastante rigurosas, sin por 
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ello exigir que el delito se cometa en el ámbito de una organización delictiva. Exigir este 
elemento para imponer una sanción más grave podría perjudicar la correcta aplicación de 
las formas de protección nacionales.

Enmienda 7
Artículo 5, apartado 2, letra a) 

a) de un máximo de al menos 100 000 
euros para los casos distintos de los casos 
más graves;

a) de un máximo de al menos 100 000 
euros para los casos distintos de los casos a 
que se refiere el apartado 1;

Justificación

Se aclara el texto sin modificar el significado original.

Enmienda 8
Artículo 6

Los Estados miembros adoptarán las 
medidas necesarias para permitir el 
decomiso total o parcial de los bienes 
pertenecientes a una persona física o 
jurídica condenada de acuerdo con las 
disposiciones establecidas en el artículo 3 
de la Decisión marco 2005/212/JAI, de 24 
de febrero de 2005, relativa al decomiso de 
los productos, instrumentos y bienes 
relacionados con el delito, al menos cuando 
las infracciones se hayan cometido en el 
marco de una organización delictiva en el 
sentido de la Decisión marco … sobre la 
lucha contra la delincuencia organizada y 
cuando dichas infracciones supongan un 
riesgo para la salud o la seguridad de las 
personas.

Los Estados miembros adoptarán las 
medidas necesarias para permitir el 
decomiso total o parcial de los bienes 
pertenecientes a una persona física o 
jurídica condenada de acuerdo con las 
disposiciones establecidas en el artículo 3 
de la Decisión marco 2005/212/JAI, de 24 
de febrero de 2005, relativa al decomiso de 
los productos, instrumentos y bienes
relacionados con el delito, al menos cuando 
las infracciones sean graves o se hayan 
cometido en el marco de una organización 
delictiva en el sentido de la Decisión marco 
… sobre la lucha contra la delincuencia 
organizada y cuando dichas infracciones 
supongan un riesgo para la salud o la 
seguridad de las personas.

Justificación

La enmienda presentada se debe a que muchas legislaciones nacionales ya han adoptado 
medidas de protección de los derechos de propiedad intelectual bastante rigurosas, sin por 
ello exigir que el delito se cometa en el ámbito de una organización delictiva. Exigir este 
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elemento para imponer una sanción más grave podría perjudicar la correcta aplicación de 
las formas de protección nacionales.

Enmienda 9
Artículo 7

Los Estados miembros velarán por que los 
titulares de los derechos de propiedad 
intelectual en cuestión o sus representantes, 
así como los expertos, puedan colaborar en 
las investigaciones realizadas por los 
equipos conjuntos de investigación sobre 
las infracciones contempladas en el artículo 
3.

Los Estados miembros velarán por que los 
titulares de los derechos de propiedad 
intelectual en cuestión, o sus representantes
y asesores, puedan colaborar en las 
investigaciones realizadas por los equipos 
conjuntos de investigación sobre las 
infracciones contempladas en el artículo 3.

Justificación

Se aclara el texto.
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I. Introducción: las propuestas de 12 de julio de 2005

1. El 12 de julio de 2005, la Comisión envió al Parlamento Europeo y al Consejo una 
propuesta de Directiva relativa a las medidas penales destinadas a garantizar el respeto de los 
derechos de propiedad intelectual (2005/0127 (COD)); al mismo tiempo, remitió al Consejo 
una propuesta de Decisión Marco del Consejo para reforzar el marco penal para la represión 
de las infracciones contra la propiedad intelectual (2005/0128 (CNS)).

2. En la propuesta de Directiva se indicaba que los Estados miembros velarían por calificar de 
infracción penal toda infracción intencional de un derecho de propiedad intelectual cometida a 
una escala comercial, así como la tentativa de tal infracción, la complicidad y la instigación a 
tal infracción. Se establecía un conjunto de sanciones que iban desde el decomiso del objeto 
hasta las penas privativas de libertad para los culpables. Se preveían asimismo diversas 
sanciones adicionales, como la clausura del establecimiento utilizado para cometer la 
infracción, la prohibición del ejercicio de actividades comerciales y la publicación de las 
decisiones judiciales. Sin embargo, se establecía simplemente que los Estados miembros 
debían perseguir y sancionar determinadas acciones, sin especificar el nivel de las sanciones1.

3. Por otra parte, con la propuesta de Decisión Marco se buscaba reforzar las medidas penales 
para aproximar las legislaciones nacionales sobre infracción de los derechos de propiedad 
intelectual y facilitar la cooperación entre Estados miembros para reprimir los delitos en 
cuestión. En concreto, como complemento de la propuesta de Directiva, se fijaban las 
sanciones mínimas para las infracciones en cuestión: un máximo de, al menos, cuatro años de 
privación de libertad cuando las infracciones fueran cometidas en el marco de una 
organización delictiva en el sentido de la futura Decisión marco relativa a la lucha contra la 
delincuencia organizada (2005/0003(CNS)), y cuando dichas infracciones supusieran un 
riesgo para la salud o la seguridad, junto con una multa de un importe máximo de, al menos, 
300.000 euros.

II. La sentencia del Tribunal de Justicia de 13 de septiembre de 2005 y la posición de la 
Comisión

1. Mientras se hallaba en tramitación el procedimiento para la adopción de las propuestas 
mencionadas, el Tribunal de Justicia dictó sentencia el 13 de septiembre de 2005 en el asunto 
C-176/03, Comisión contra el Consejo, en la que, tras indicar que, como norma general, los 
asuntos penales no son competencia de la Comunidad, afirmó que tal constatación «no es 
óbice para que el legislador comunitario adopte medidas relacionadas con el Derecho penal de 

  
1 Tradicionalmente, el Tribunal de Justicia (cf Sentencia de 21 de septiembre de 1989, Asunto C-68/88, 
Comisión contra República de Grecia) sólo autoriza el denominado método de asimilación, de conformidad con 
el cuál, la legislación comunitaria puede establecer que las disposiciones penales nacionales formuladas para 
proteger ciertos intereses nacionales se apliquen asimismo para proteger los intereses comunitarios 
correspondientes, combinando de este modo los dos conjuntos de disposiciones en un nuevo instrumento 
legislativos con arreglo al cual se establece un delito. Ésto significa que la legislación comunitaria puede prever 
que ciertos tipos de conducta se consideren como delito, pero no debe interferir en la competencia de los Estados 
miembros respecto a la prescripción y la aplicación de penas en la práctica.
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los Estados miembros y que estime necesarias para garantizar la plena efectividad de las 
normas que dicte en materia de protección medioambiental, cuando la aplicación por las 
autoridades nacionales competentes de sanciones penales efectivas, proporcionadas y 
disuasorias constituye una medida indispensable para combatir los graves atentados contra el 
medio ambiente» (punto 49).

2. Por otra parte, el Tribunal consideró que, a efectos de establecer si se había seleccionado el 
fundamento jurídico correcto para un acto comunitario, debían tenerse en cuenta el propósito 
y el contenido del acto en sí. En consecuencia, como el propósito principal y el contenido de 
la decisión marco en cuestión en el asunto considerado1 era la protección del medio ambiente, 
debería haberse basado en el artículo 175 del TCE (primer pilar), y en el Título VI del TUE 
(tercer pilar) (punto 51).

3. Por tanto, la Comisión adoptó una Comunicación2 que lleva las declaraciones del Tribunal 
de Justicia a su conclusión lógica, a saber, que no hay restricciones para la adopción de 
disposiciones relativas a asuntos penales con arreglo al primer pilar en ningún ámbito 
potencialmente relevante sometido a la competencia comunitaria.

4. En opinión de la Comisión, las competencias deben distribuirse entre el primer y el tercer 
pilares como sigue: las disposiciones de Derecho penal necesarias para la aplicación efectiva 
de la legislación comunitaria se engloban en el primer pilar, mientras que las disposiciones de 
Derecho penal horizontal (cooperación policial y judicial, medidas sobre la armonización del 
Derecho penal en materia de libertad, seguridad y justicia) pertenecen al tercer pilar. 

5. Así, la Comisión se comprometió a introducir los cambios necesarios en las propuestas 
legislativas pendientes. 

III. La propuesta de 26 de abril de 2006

1. Tras el examen de esta cuestión, y en particular, de la sentencia pertinente del Tribunal de 
Justicia, la Comisión decidió que debía modificar la propuesta de Directiva y retirar la 
propuesta de Decisión Marco de 12 de julio de 20053. 

2. En consecuencia, el 26 de abril de 2006 presentó una nueva propuesta de Directiva relativa 
a las medidas penales destinadas a garantizar el respeto de los derechos de propiedad 
intelectual, que incorpora, actualiza y aglutina las disposiciones de las dos iniciativas 
anteriores.

3. En particular, se incorporan a la nueva propuesta de Directiva (en particular, en los 

  
1 Decisión marco del Consejo 2003/80/JHA, de 27 de enero de 2003 sobre la protección del medio ambiente 
sobre el Derecho penal.
2 Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo y al Consejo sobre las consecuencias de la sentencia del 
Tribunal de Justicia de 13 de septiembre de 2005, COM(2005)0583.
3 Véase el artículo 250, apartado (2) del TCE: «En tanto que el Consejo no se haya pronunciado, la Comisión 
podrá modificar su propuesta mientras duren los procedimientos que conduzcan a la adopción de un acto 
comunitario.» Consideramos que esta facultad para modificar propuestas comprende la competencia para 
retirarlas; véase el dictamen de la Comisión de Asuntos Jurídicos de 22 de marzo de 2006 sobre el resultado del 
examen de las propuestas legislativas pendientes ante el legislador (2005/2214(INI)).
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artículos 5 a 8) las propuestas relativas al nivel de las sanciones y las amplias facultades de 
decomiso contenidas anteriormente en la propuesta de Decisión Marco. Éste parece ser uno de 
los primeros casos en los que la Comisión ha aplicado su nuevo enfoque del Derecho penal.

4. Resumiendo brevemente su contenido, en el artículo 1 se establece el ámbito de aplicación 
de la Directiva; en el artículo 2 se define el concepto de persona jurídica según la Directiva; 
en el artículo 3 se obliga a los Estados miembros a calificar de infracción penal determinados 
tipos de conducta; en los artículos 4 y 5 se especifican, respectivamente, la naturaleza y el 
nivel de las sanciones penales; en el artículo 6 se tratan las facultades en materia de decomiso; 
en el artículo 7 se dispone la creación de equipos comunes de investigación; en el artículo 8 se 
obliga a los Estados miembros a garantizar que las investigaciones y los procedimientos 
penales de las infracciones definidas en la Directiva no dependan de una declaración o 
acusación formulada por una persona víctima de la infracción y, por último, en los artículos 9 
y 10 se abordan la transposición y la entrada en vigor, respectivamente.

5. Si comparamos la nueva propuesta con las dos anteriores, es evidente que las únicas 
disposiciones que no se han incorporado en ella son las que atañen a la competencia y a la 
coordinación de las actuaciones judiciales. La Comisión prevé adoptar al respecto un enfoque 
horizontal conforme a su Libro verde sobre los conflictos de competencia y al principio ne bis in 
idem en los procedimientos penales, adoptado el 23 de diciembre de 20051. La Comisión no 
considera indispensable prever un régimen específico para la protección de la propiedad 
intelectual.

VI. Aspectos problemáticos y posición del ponente

1. Considerar el primer pilar como fundamento de las propuestas relativas a asuntos penales 
es perfectamente coherente con la interpretación amplia realizada por la Comisión de las 
implicaciones de la sentencia del Tribunal de Justicia de 13 de septiembre de 2005. Por 
consiguiente, si se acepta tal interpretación amplia, el enfoque de la Comisión es intachable. 
Sin embargo, sigue habiendo ciertos aspectos problemáticos que no parecen haberse resuelto 
con éxito en la propuesta modificada de la Comisión.

2. Así ocurre, en particular, con el ámbito de aplicación de la Directiva. En la Exposición de 
motivos se establece que la propuesta de Directiva se aplica a toda infracción de los derechos 
de propiedad intelectual contemplada en el Derecho comunitario o en las respectivas 
legislaciones nacionales de los Estados miembros en cuestión, como ocurre con la Directiva 
2004/48/CE relativa al respeto de los derechos de propiedad intelectual.

3. En la declaración de la Comisión (2005/292/CE) relativa al artículo 2 de esa Directiva 
2004/48/CE elabora una lista de los derechos de propiedad correspondientes, con el fin de 
establecer con mayor precisión el ámbito de aplicación exacto de la Directiva. En la lista se 
incluyen los «derechos de patente, incluidos los que se deriven de certificados de protección 
complementarios».

4. Sin embargo, la aplicación de sanciones penales establecidas a escala comunitaria para 
infracciones de derechos de patente no parece resultar ni particularmente apropiada en sí 

  
1 COM(2005)0696.
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misma, ni coherente con el planteamiento seguido en los últimos años por el legislador 
comunitario.

5. No existen pruebas que certifiquen la urgente necesidad de intervenir mediante la 
imposición de sanciones penales, puesto que muchos Estados miembros ya protegen las 
patentes de esta forma (es decir, imponiendo multas y penas privativas de libertad). Así 
ocurre, por ejemplo, en el caso de las legislaciones alemana1, austríaca2, danesa3, española4, 
francesa5, húngara6, italiana7, neerlandesa8 y portuguesa9. En consecuencia, aunque debe 
prestarse atención a la ausencia de protección en el Derecho penal de otros ordenamientos 
jurídicos (por ejemplo, en el Reino Unido, Bélgica y Grecia), la adopción de disposiciones de 
esta índole a escala comunitaria duplicaría los preceptos vigentes y multiplicaría las 
complicaciones del sistema, salvo que supongamos que, ya sea mediante la inclusión (a través 
de la enmienda pertinente) de una disposición explícita a tal efecto en la Directiva, o como 
resultado de la «primacía automática» de la legislación comunitaria10, esta última sustituya 
por completo a las legislaciones nacionales correspondientes.

6. En segundo lugar, procurar la aplicación de sanciones penales para la protección de las 
patentes parece oponerse frontalmente a la posición adoptada por el Parlamente Europeo 
cuando, en su sesión plenaria de 6 de julio de 2005, rechazó la propuesta de la Comisión 
relativa a una Directiva sobre la patentabilidad de las invenciones implementada en ordenador 
(2002/0047/(COD)). Dado que una abrumadora mayoría del Parlamento Europeo11 consideró 
entonces que resulta inapropiado adoptar legislación sobre tal materia, todo intento de 
establecer ahora sanciones penales para proteger patentes (lo que actualmente no se encuentra 
regulado) constituiría una incursión limitada y peligrosa en un área de gran complejidad que, 
por la misma razón, requiere un marco regulador tan sistemático y ampliamente respaldado 
como sea posible.

7. A la luz de lo anterior, el ponente propone la modificación de los artículos 1 y 2 de la 
  

1 Véase el apartado 142 de Bekanntmachung der Neufassung des Patentgesetzes (PatG), de 16 de diciembre de 
1980.
2 Véanse los artículos 147 y 149 de la Patentgesetz 1970, modificada por la ley federal nº I 143.
3 Véase el apartado 57 de la Ley de patentes de Dinamarca, nº 479, de 20 de diciembre de 1967.
4 Véase el artículo 273 del Código Penal, modificado por la ley orgánica nº 10/1995 de 23 de noviembre de 
1995.
5 Véase el artículo L. 615-14 del Código de propiedad intelectual de 26 de enero de 1990, modificado 
ulteriormente.
6 Véase el artículo 329/D del Código Penal.
7 Véanse los artículos 473 y 474 del Código Penal, en los que se sanciona los delitos de falsificación, alteración o 
utilización de signos distintivos de obras creativas o productos industriales, y la introducción en el Estado y la 
comercialización de productos con signos falsos, así como el artículo 475, en el que se prevé la sanción 
complementaria de la publicación de la sentencia o la resolución judicial.
8 Véase el artículo 45 de la Ley de patentes de los Países Bajos (Rijksoctrooiwet) de 1910, y el artículo 79, 
apartado (1) de la Ley de patentes de los Países Bajos (Rijksoctrooiwet) de 1995.
9 Véanse los artículos 261 y 262 del Código de propiedad intelectual (decreto ley nº 16/95 de 24 de enero de 
1995, modificado ulteriormente).
10 Tal primacía, obviamente, se deriva del requisito de que los jueces nacionales apliquen la legislación 
comunitaria en su totalidad y, en consecuencia, no consideren la legislación nacional que entre en conflicto con 
aquélla, con independencia de que haya sido aprobada antes o después de la ley comunitaria en cuestión (véase 
la sentencia del Tribunal de Justicia de 9 de marzo de 1978, Asunto 106/77, Simmenthal, en los informes del 
TJCE de 1978, p. 629, punto 24).
11 Por 648 votos a favor, 14 en contra y 18 abstenciones.
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propuesta de Directiva, con el fin de delimitar su ámbito de aplicación y establecer las 
definiciones pertinentes. En términos prácticos, el efecto es excluir del ámbito de aplicación 
de la Directiva la cuestión de las patentes, al establecerse que, en tanto no se adopten normas 
más exhaustivas al respecto a escala comunitaria (en forma de directiva), no se aplicarán a las 
patentes las disposiciones de la presente propuesta. De este modo, se evitaría prejuzgar el 
contenido (incluidos los aspectos penales) de toda futura legislación sobre patentes. 
Asimismo, se limitaría el ámbito de aplicación de la Directiva a los derechos de propiedad 
intelectual contemplados en la legislación comunitaria.

8. Por último, por razones de coherencia interna, el ponente propone modificaciones de menor 
importancia en el considerando 5 y en el texto del artículo 2, así como una redacción más 
clara y racional de los artículos 5, 6 y 7.

VI. Evolución futura

1. El ponente confía en que, cuando se formulen estrategias futuras para combatir la piratería 
y las falsificaciones, y en un contexto de mayor armonización en este terreno, el legislador 
comunitario considere la posible búsqueda de vías y medios de sanción para quienes 
adquieran bienes de procedencia ilícita.


